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Introduccion
El art. 10 LAU dispone lo siguiente:
«Prdrroga del contrato.

Si llegada la fecha de vencimiento del con-
trato, und vez transcurridos como minimo cineo
afios de duracion de aquél, ninguna de las par-
tes hubiese notificado a la otra, al menos con un
mes de antelacion a aquella fecha, su voluntad
de no renovarlo, el contrato se provrogard obli-
gatoriamente por plazos anuales hasta un méxi-
mo de tres afios mds, salvo que el arrendatario
manifieste al arrendador con un mes de antela-
cion a la fecha de terminacion de cualquiera de
lus anualidades, su voluntad de no renovar el
contrato. .

Al contrato prorrogado, le seguird siendo de
aplicacion el régimen legal y convencional al
que estuviera sometido».

Pese a la aparente sencillez de este precep-
to, se trata de una de las normas de mis difi-
cil interpretacién de la LAU. Asf lo revela la
disparidad de opiniones sobre su significado
de que es objeto por parte de la doctrina cien-
tifica. Por ello, resulta conveniente que nos
refiramos someramente a su tramitacién par-
Jamentaria para después entrar en el andlisis de
Jos distintos problemas que la norma plantea.
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Antecedentes y elaboracion
parlamentaria de la norma

A la hora de examinar los antecedentes del
actual art. 10 LAU resulta obligada la remi-
sién al Derecho italiano. En este ordenamien-
to el arrendamiento de vivienda tiene una
duracién minima imperativa de cuatro afios
(art. 1). Ademds, con la finalidad de lograr la
méxima continuidad del arrendamiento, la
ley regula lo que llama la «renovacién técita»
del contrato (art. 3), disponiendo que si nin-
guna de las partes, antes de los seis meses de
la expiracién del arrendamiento, comunica a
la otra parte formalmente su voluntad de no
querer renovar el contrato, éste se entiende
renovado por un nuevo plazo de cuatro afios.
Esta renovacién opera automdticamente si se
da el silencio (consentimiento ticito) de las
partes. Asimismo, la propia ley sefiala que
esta renovacién ticita del contrato es ilimita-
da ya que opera no sélo a la expiracién del
plazo inicialmente pactado (que nunca puede
ser inferior a cuatro afios), sino también cada
vez que se produzca el vencimiento de los
cuatro afios de duracién de las sucesivas reno-
vaciones técitas que se hayan podido suceder
en la vida de la relacién contractuall.

Esta regulacién sirvié de inspiracién al
PLAU 1992. En este Proyecto, después de



establecer que el arrendamiento de vivienda
nunca podia tener una duracién inferior a los
cuatro afios (art. 7), regulaba Jo que denomi-
naba «tdcita reconduccién» (art. 8), dispo-
niendo que: «1. Habrd tdcita reconduccién
por el plazo de cuatro afios establecido en el
articulo anterior, cuando ninguna de las partes
hubiese notificado a la otra, al menos cuatro
meses antes de la terminacién del contrato, su
voluntad de no renovarlo. 2. Este nuevo perio-
do se considerard también plazo minimo de
duracién del contrato de acuerdo con el arti-
culo 7, a todos los efectos previstos en la ley».

Con esta ordenacién, como puede verse,
tras la finalizacién del plazo minimo de los
cuatro afios del contrato era posible continuar
el arrendamiento por «ticita reconduccién»
por otro plazo de cuatro afios. Ademds, al dis-
ponerse que este nuevo periodo cuatrienal
serfa considerado a todos los efectos un nuevo
plazo minimo del art. 7, éra evidente que tras
la finalizacién de la primera ticita reconduc-
cién cabfa una nueva ampliacién de la dura-
cién del contrato por otros cuatro afios mds,
y asi sucesivamente, sin limitacién alguna,
por lo que el contrato podfa continuar su
vigencia de forma indefinida mediante suce-
sivas renovaciones tdcitas de cuatro afios.

Por su parte, en el PLAU 1994, tras sefia-
larse que el contrato debe tener imperativa-
mente un plazo minimo nunca inferior a los
cuatro afios (art. 9) en los mismos términos
del PLAU de 1992, se regula lo que ahora se
denomina «prérroga del contraton (art. 10),
disponiendo lo siguiente: «El contrato de
arrendamiento quedard prorrogado por un
plazo de cuatro afios cuando ninguna de las
partes hubiese notificado a la otra, al menos
con cuatro meses de antelacién a la termina-
cién del periodo en vigor, su voluntad de no
renovarlo. Al contrato asf prorrogado le segui-
ré siendo de aplicacién el régimen legal al que
estuviera sometido».

Como ocurria con el PLAU 1992, tras
finalizar el plazo minimo de los cuatro afios
era posible continuar el arrendamiento
mediante la «prérroga» de otros cuatro afios si
se daba el silencio (consentimiento ticito) de
las partes.
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Al texto del PLAU 1994 se formularon en
el Congreso de los Diputados diversas
enmiendas (las nimeros 5, 22, 61, 97, 98,
196, 305, y 420), cuya trascendencia fue
escasa destacando las dirigidas a reducir el
plazo de cuatro a un afio, siendo el texto
aprobado por la Cdmara Baja el siguiente:

Articulo 10. «Prérroga del contrato.

Si llegada la fecha de vencimiento del con-
trato, ninguna de las partes hubiese notifica-
do a la otra, al menos con un mes de antela-
cién a dicha fecha, su voluntad de no reno-
varlo, ¢l contrato quedard prorrogado por
anualidades hasta tres anualidades mds.

Se excepttia el supuesto en que el arrenda-
tario comunique al arrendador, como mini-
mo con quince dfas de antelacién al venci-
miento de cualquiera de las anualidades, su
voluntad de no renovar el contrato.

Al contrato prorrogado, le seguird siendo
de aplicacién el régimen legal y convencional
al que estuviera sometido.

Este texto fue objeto de diversas enmien-
das en el Senado, donde fue aceptada la
Numero 252 presentada por el Grupo Par-
lamentario Socialista que daba al articulo su
actual redaccién, justificindose la enmienda
con estas palabras: «Precisar que la prérroga
prevista en el articulo 10 se produce transcu-
tridos como minimo 5 afios de duracién del
contrato, para no confundir con las prérrogas
anuales a que se refiere el articulo 9.1, y aco-
modar la redaccién a la de dicho articulo 9»
[BOCG, Senado, V Legislatura, Serie I,
ndm. 44.e), de 23 de septiembre de 1994].
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Naturaleza juridica del mecanismo
previsto en el art. 10 LAU
La primera cuestién que plantea el estudio

del art. 10 LAU es la de si regula un supues-
to de prérroga o de renovacién del contrato.

Aunque algunos autores han visto en el
art. 10 LAU un caso de ticita reconduccién?,
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a nuestro juicio, la interpretacion acertada es
la que entiende que el mecanismo clegido por
el Jegislador para prolongar la duracién del
arrendamiento una vez transcutridos, como
minimo, sus primeros cinco afios, es el de la
prérroga y no el de la renovacién del contra-
to (tdcita reconduccién). Asf se infiere de las
propias palabras de la Ley que habla expresa-
mente de «prérroga del contrato» y de «con-
trato prorrogado» (art. 10 LAU), y que facul-
ta al arrendador o al arrendatario, una vez
trascurridos los cinco primeros afios de dura-
cién del contrato, para actualizar la fianza,
incrementdndola o disminuyéndola, «cada
vez que el arrendamiento se prorrogue» a fin
de adaptarla a la renta vigente «al tiempo de
la prérroga» (art. 36.2 LAU). En este sentido,
debe recordarse que el PLAU de 1992 esta-
blecfa la misma regla (art. 18.2) pero referida
a la técita reconduccién que era la férmula
elegida entonces (art. 8) para prolongar el
contrato una vez transcurridos los cuatro afios
del plazo minimo (art. 7). Todo lo cual per-
mite concluir que el legislador, que era cons-
ciente de la diferente naturaleza juridica de la
prérroga y de la ticita reconduccién, ha opta-
do por la primera. Asi lo corrobora el
Predmbulo de la Ley cuando declara que «se
introduce también en la ley un mecanismo de
prérroga técita, transcurrido como minimo el
plazo de garantia de cinco afios, que da lugar
a un nuevo plazo articulado, asimismo, sobre
periodos anuales, de tres afios» (art. 2, 3.9).

Sin que a la anterior conclusién pueda
oponerse la referencia que el texto del art. 10
LAU hace a la voluntad de no renovar el con-
trato, mds propia de un supuesto de renova-
cién que de una prérroga del contrato, pues,
la confusién de conceptos de que hicieron
gala nuestros legisladores en la tramitacién
parlamentaria de la ley impide dar a esta
expresién su significado estricto. Asi lo evi-
dencia la propia redaccién del precepto cuan-
do se remite también de forma impropia a la
voluntad de no renovacién del contrato para
expresar la faculrad del arrendatario de excluir
cualquiera de las anualidades en que se des-
compone la prérroga trienal que, por defini-
cién, tienen la naturaleza de prérrogas, al

igual que ocurre en el art. 9.1 LAU en el que
la ley emplea la misma expresién para sefialar
la facultad del arrendatario de excluir el juego
de cualquiera de las prérrogas anuales que le
concede hasta completar los cinco afios de la
duracién legal minima.

Ademds, que nos hallamos ante un
supuesto de prérroga y no de renovacién se
colige de que la técita reconduccién presupo-
ne la extincién del arrendamiento anterior del
que trae causa y el nacimiento de un nuevo
contrato (renovacién contractual). Por el con-
trario, en el mecanismo que regula el art. 10
LAU el arrendamiento no llega a extinguirse,
precisamente, porque el silencio de las partes
al no haber manifestado su voluntad contra-
ria a la extincién del
contrato con un
mes de antelacién a
la fecha de venci-
miento del plazo,
determina la conti-
nuacién del mismo
contrato (prérroga)
por tres afios mds. Como apunta ROJO AJU-
RIA, «la regla de que en todo caso el arrenda-
miento concluye, sin necesidad de requeri-
miento especial, cumplido el término (arts.
1.565 y 1.581.2 CC), es sustituida en el
4mbito de los arrendamientos de vivienda por
otra segtin la cual el arrendamiento s6lo cesa
llegada la fecha de vencimiento del contrato
cuando alguna de las partes haya notificado a
la otra, al menos con un mes de antelacién a
aquella fecha, su voluntad de no renovarlo
(art. 10 LAU). Se trata de una inversion dela
regla codificada: cumplido el término, para
que €l arrendamiento cese, es necesario el

requerimiento especial establecido en el arti-
culo 10 LAU»3.

Nos hallamos
ante un
supuesto de
prorroga y no
de renovacion

Por otra parte, el mandato del art. 10.2
LAU segtin el cual «al contrato prorrogado, le
seguird siendo de aplicacién el régimen legal
y convencional al que estuviera sometido», es
el propio de un supuesto de prérroga ya que,
en el caso de la renovacién contractual, la
referencia al régimen convencional del con-
trato no es muy apropiada dado que nos
hallamos ante un nuevo contrato que, €n



principio, sélo estarfa sujeto al régimen legal
que resultase aplicable.

En suma, el dnico argumento que puede
invocarse para configurar el mecanismo del
art. 10 LAU como un supuesto de tdcita
reconduccién serfa la consideracién de que
la prérroga trienal que regula el citado arti-
culo tiene su fundamento en la voluntad
tdcita de las partes de continuar el arrenda-
miento al igual que ocurre en ‘la ticita
reconduccién del art. 1.566 del Cédigo
Civil. Sin embargo, esta coincidencia es mds
aparente que real y no es suficiente para
calificar la prérroga trienal como un
supuesto de reconduccién. En primer lugar,
porque la conducta de la que el art. 1.566
deduce la voluntad presunta necesaria para
el nacimiento del nuevo contrato (perma-
nencia del arrendatario en la finca quince
dias después de concluido el arrendamiento
y la aquiescencia del arrendador), nada
tiene que ver con la que determina el naci-
miento de la prérroga del are. 10 LAU (falta
de notificacién de cualquiera de las partes a
la otra, con un mes de antelacién al venci-
miento del contrato, de su voluntad de no
renovar el contrato). En segundo lugar, por-
que no existe ningtin obstdculo legal ni tes-
rico para que la voluntad tdcita de las partes
pueda ser el presupuesto de una prérroga
legal o convencional del contrato (piénsese,
por ejemplo, en un pacto por el cual las par-
tes dispongan que el contrato se prorrogard
cuando se dé la misma conducta o falta de
notificacién que se contempla en el art. 10
LAU). Si a lo anterior anadimos que en la
regulacién del art. 1.566 el nacimiento del
nuevo contrato surgido por la voluntad
tdcita o presunta de las partes exige la previa
terminacién del arrendamiento primitivo,
mientras que la prérroga del art. 10 LAU
impide, precisamente, la finalizacién del
arrendamiento y sélo requiere para su ope-
ratividad el silencio de las partes, ficilmen-
te se llega a la conclusién de que entre el
supuesto del art. 1.566 y el que regula el art.
10 LAU no existe ninguna semejanza que
permita identificar ambas instituciones.
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Ambito de aplicacién del art. 10 LAU

El primer problema que plantea la inter-
pretaci6én del art. 10 LAU es el de precisar a
qué contratos se aplica la prérroga que regu-
la. En este sentido,
no ofrece dudas que
el precepto tnica-
mente es aplicable a
los arrendamientos
de vivienda como
revela la circunstan-
cia de que esté in-
cluido en la regulacién del Titulo II de la
LAU. No obstante, dicho lo anterior la doc-
trina estd dividida.

El precepto
Unicamente es
aplicable a los
arrendamientos
de vivienda

Asi, existe un grupo de autores para los
que la prérroga trienal del art. 10 LAU sélo
serfa aplicable a los contratos de duracién
pactada igual o inferior a los cinco afios. Se
aduce que el legislador s6lo ha querido garan-
tizar al arrendatario una duracién de ocho

afios. En los Proyectos de 1992 y de 1994 esta.

duracién se dividia en los cuatro afios del
plazo minimo, siempre obligatorios para el
arrendador, y los cuatro afios de la tdcita
reconduccién (art. 8 PLAU de 1992) o de la
prérroga del contrato (art. 10 PLAU de
1994). En la LAU vigente dicha duracién se
configura ahora en los cinco afios de la dura-
cién legal minima del art. 9.1 y en los tres
afios de la prérroga del art. 10. Por esta razén,
en los contratos de duracién pactada superior
a los cinco afios no es posible aplicar la pré-
rroga trienal del art. 10 LAU pues ello supon-
drfa alargar la vida del contrato mds alld de los
ocho afios queridos por el legislador. Ademds,
de aceptar la aplicabilidad del art. 10 LAU a
los arrendamientos de duracién pactada supe-
rior a cinco afios se producirfa un problema
de encaje de este articulo con el art. 11 LAU,
ya que si en este tipo de arrendamientos, el
arrendatario puede desistir del contrato una
vez que éste hubiere durado al menos cinco
afios, no se comprende como puede quedar
obligado a los plazos anuales en que se divide
la prérroga trienal cuando no haya excluido
dichos plazos mediante la manifestacién al
arrendador, con un mes de antelacién a la
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fecha de terminacién de cualquiera de dichas
anualidades, de su voluntad de no continuar
en el arrendamiento. Es decir, resulta incom-
patible la facultad de desistimiento del art. 11
LAU con la obligatoriedad de los plazos
anuales en que se descompone la prérroga del
art. 10 LAU.

En la linea apuntada se pronuncian
ALBACAR LOPEZ4, GUILARTE GUTIE-
RREZ5 y PRATS ABENTOSAGS. Por el con-
trario, otros autores como HERNANDEZ
ARRANZ/INIESTA DELGADO7, MARIN
LOPEZ8, ROJO AJURIA? y SERRANO
ALONSO!, consideran que el art. 10 LAU
es aplicable a todos los contratos de arrenda-
miento de vivienda, ya que lo relevante es que
se produzca el vencimiento del contrato; una
vez transcurridos como minimo cinco afios
de duracién del arrendamiento, con indepen-
dencia de que la duracién pactada del contra-
to sea inferior, igual o superior a cinco afios.
Este es, asimismo, el criterio defendido por la

Revista SEPIN!I,

A nuestro juicio, la dnica interpretacién
aceptable es la que permite la aplicacién del
art. 10 LAU a todos los arrendamientos de
vivienda, cualquiera que sea el plazo de dura-
cién pactado. El legislador garantiza al arren-
datario una duracién legal minima de cinco
afios (art. 9.1 LAU), que es oponible incluso
frente a terceros en los términos que se regu-
lan en los arts. 13 y 14 LAU. Transcurridos
los cinco afios de duracién legal minima la ley
brinda el mecanismo de la prérroga del art.
10 LAU con la finalidad de que el arrendata-
rio pueda continuar en el arrendamiento
otros tres afios mds, sin embargo, esta prorro-
ga, a diferencia de Jas prérrogas anuales que
regula el art. 9.1 LAU, ya no es obligatoria
para el arrendador que puede excluirla si
manifiesta su voluntad de no continuar el
arrendamiento en los términos que sefiala el
precepto. Por consiguiente, para la aplicacién
del art. 10 LAU es indiferente cudl haya sido
la duracién pactada del contrato. Lo relevan-
te es que el contrato haya durado, al menos
cinco afios, y que transcurrido este tiempo se
produzca el vencimiento del contrato. Si el

plazo pactado fue igual o superior a los cinco
afios, llegado el vencimiento del plazo con-
tractual se dan sin mds las condiciones para
que el contrato pueda entrar en el periodo de
la prérroga del art. 10 LAU si concurre el
silencio o la voluntad técita o presunta de las
partes de continuar el arrendamiento. Si el
plazo pactado es inferior a los cinco afios, o el
contrato se pacté por tiempo indeterminado
o no se pacté plazo de duracién, llegado el
vencimiento del plazo pactado o del plazo
supletorio de un afio (art. 9.2 LAU), el con-
trato entrard en el periodo de prérrogas anua-
les obligatorias para el arrendador y potestati-
vas para el arrendatario del art. 9.1 LAU hasta
alcanzar el tiempo de duracién legal minima
de cinco afios. Sélo una vez que se haya alcan-
zado esta duracién legal minima es cuando
podrd tener aplicacién el art. 10 LAU. Lo
expuesto es lo que quiso €l legislador como lo
demuestra las palabras con las que se justificé
la enmienda 252 formulada en el Senado y a
la que se debe la actual redaccién de la norma.

Por consiguiente, en los casos en que el
plazo pactado fue superior a los cinco afios,
incluso aunque superase los ocho afios, al
vencimiento del contrato podrd tener aplica-
cién la prérroga trienal del art. 10 LAU. Sin
que esta conclusién produzca problemas
insalvables de encaje con lo previsto en el art.
11 LAU. Si el contrato se pacta por un plazo
superior a los cinco afios la ley autoriza al
arrendatario para desistir unilateralmente del
contrato una vez que el arrendamiento ha
durado cinco afios, es decir, la facultad de
desistimiento del contrato podrd ejercerla el
arrendatario desde que el contrato cumpla
cinco afios de vida, sin embargo, esta facultad
de desistimiento se extingue cuando el con-
trato alcanza el tiempo de duracién pactada.
A partir de este momento, si concurre el
silencio de las partes, comenzara la vigencia
de la prérroga trienal del art. 10 LAU y el
arrendatario ya no podrd desistir libremente
del contrato. Pudo impedir que la prorroga
trienal entrase en juego, ya que esta prérroga
no es obligatoria para ninguna de las partes,
pero si no lo hizo estd vinculado por dicha
prérroga, proérroga que al arrendatario sélo le



obliga a cumplir plazos anuales que puede
excluir si manifiesta su voluntad de no conti-
nuar el arrendamiento. En otras palabras, si el
plazo pactado fue superior a los cinco afios, €l
arrendatario sélo- queda vinculado por los
cinco primeros afios, ya que una vez transcu-
rridos estos cinco afios queda facultado ex art.
11 LAU para desistir unilateralmente del
contrato pero estd facultad de desistimiento
unilateral sélo puede ejercerla durante el
tiempo que resta al arrendamiento para alcan-
zar la duracién pactada superior a los cinco
afios. En consecuencia, llegado el plazo de
duracién pactado la facultad de desistimiento
caduca y se extingue. Por ello, si el arrendata-
rio no ejercité la facultad de desistir que la ley
le reconoce y llega el vencimiento del plazo
pactado, y resulta aplicable la prérroga trie-
nal, estard obligado a cumplir la primera
anualidad de dicha prérroga, asi como los
otros dos plazos anuales salvo que los excluya
en la forma prevista en el art. 10 LAU.

Mayores problemas plantea, a mi juicio, el
encaje entre el art. 10 LAU y lo previsto en
los arts. 13 y 14 LAU. En buenos principios
juridicos, lo que el art. 10 LAU estd diciendo
es que si el arrendador consintié la aplicacién
de la prérroga trienal, estd obligado a conti-
nuar el arrendamiento otros tres afios mds, sin
embargo, si durante el tiempo de esta prérro-
ga se produce alguno de los supuestos que
contemplan los arts. 13 y 14 LAU, esta vin-
culacién contractual no tendrd que ser respe-
tada por el teicero que adquiera la finca
arrendada, pues, por definicién, ya ha trascu-
rrido el plazo de duracién legal minima de los
cinco afios. No es este el momento de estu-
diar la compleja problemdtica que plantea la
regulacién de los arts. 13 y 14 LAU. Por esta
razén, nos fimitaremos a sefialar que una
forma de cohonestar los mandatos respectivos
de los arts. 10, 13 y 14 LAU, serfa entender si
que si bien el tercero no estd vinculado por la
prorroga trienal que nacié por el silencio o la
voluntad tdcita del arrendador, en los térmi-
nos que resulten de lo dispuesto en los arts.
13 y 14 LAU, la obligatoriedad de esta pré-
rroga para el arrendador le sujeta a la respon-
sabilidad que se derive del incumplimiento
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del contrato por el tiempo de la prérroga
trienal, cuando la causa determinante de la
aplicacién de los arts. 13 y 14 LAU sea impu-
table directamente a un acto o negocio volun-
tariamente realizado por el arrendador. Por
ejemplo, el arrendador durante el plazo trie-
nal enajena voluntariamente la finca arrenda-
da lo que determina que el adquirente inste el
lanzamiento del arrendatario (Cfr. art. 1.571

del Cédigo Civil).

-

Requisitos para la aplicacion del art.
10 LAU. La notificacion excluyente de
la prorroga ‘

Para que la prérroga trienal que regula el
art. 10 LAU pueda ser aplicable se exige la

concurrencia de los siguientes requisitos:

1. Que el arrendamiento haya tenido
una duracién efectiva, como minimo, de
cinco afios, cuyo cémputo debe realizarse
conforme a lo dispueste en el art. 9.1.2.°
LAU. Es decir, que haya trascurrido la dura-
cién legal minima de cinco afios que se garan-
tiza al arrendatario en el art. 9.1.1.°c LAU.
Hasta que esta duracién legal minima no se
cumpla, el contrato no podrd entrar en la fase
de prérroga que regula el art. 10 LAU.

2.2 Que llegue la fecha de vencimiento del
contrato. Cuando el plazo contractual pacta-
do sea igual o superior a los cinco afios basta-
4 que llegue la fecha del vencimiento de
dicho plazo para que pueda tener aplicacién

el art. 10 LAU, pues, en esa fecha se habrd’

producido también el cumplimiento de la
duracién legal minima del art. 9.1.1.0 LAU.
Sin embargo, cuando el plazo pactado sea
inferior a los cinco afios o se estipulé un plazo
de duracién indeterminado o no se fij6 plazo
de duracién para el contrato, lo que la ley
exige es que el arrendamiento, una vez venci-
do el plazo contractual pactado o el supleto-
rio del art. 9.2 LAU, haya continuado su
vigencia hasta alcanzar la duracién legal mini-
ma de los cinco afios, en virtud de las prérro-
gas obligatorias para el arrendador y potesta-
tivas para el arrendatario que se regulan en el
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art. 9.1.1.2 LAU. Lo anterior significa que, en
este supuesto, la llegada de la fecha del venci-
miento del contrato de que habla el art. 10
LAU no es la fecha del vencimiento del plazo
contractual, en sentido estricto, sino la fecha
en que se cumple la duracién legal minima de
los cinco afios, fecha que determina automd-
ticamente la expiracién de la prérroga anual
que estuviera vigente en ese momento (cual-
quiera que sea el tiempo trascurrido de la
misma), lo que supone la llegada de la fecha
de vencimiento del contrato, en el sentido de
que se termina la duracién legal minima
garantizada por el legislador al arrendatario,
abriéndose con ello el periodo en que es posi-
ble la eficacia de la prérroga trienal del art. 10
LAU.

Ademis, cuando las partes hayan estipula-
do en el contrato un sistema de prérrogas
convencionales aplicables una vez extinguido
el plazo contractual pactado, hay que enten-
der que hasta que no se extinga definitiva-
mente la duracién pactada, lo que incluye la
finalizacién del plazo inicialmente pactado
para el contrato y la finalizacién del tiempo
que resulte de las prérrogas convencionales
establecidas, no puede considerarse que ha
llegado la fecha del vencimiento del contrato
a los efectos de que pueda iniciarse el periodo
de prérroga que regula el art. 10 LAU, pues la
duracién trienal que esta norma contempla es
un tiempo de duracién legalmente prevista
que se afiade a la duracién pactada por las
partes.

3.2 Que concurra la voluntad técita o pre-
sunta de las partes de continuar el arrenda-
miento. Para que concurra este requisito los
contratantes no tienen que hacer nada ya que
es su silencio o su conducta pasiva la que, sen-
cillamente, es tenida en cuenta por la ley para
inferir de ello la voluntad de las partes que
sitve de fundamento a la prérroga trienal.
Técnicamente hablando, no estamos en pre-
sencia de una voluntad tdcita, ya que, en bue-
nos principios juridicos, una voluntad tdcita
es aquella que, en ausencia de una declaracién
de voluntad expresa, se manifiesta por actos
de las partes (acta concludentia) que eviden-
ciarfan una determinada voluntad, en nuestro

caso, la voluntad de querer continuar el
arrendamiento una vez llegado el vencimien-
to del contrato y esta voluntad puede incluso
no existi. Por ello, mds propiamente nos
hallamos ante una voluntad presunta, es
decir, una voluntad que la ley infiere del
silencio de las partes o, si se prefiere, de la
falta de notificacién de cualquiera de las par-
tes a la otra, al menos con un mes de antela-
cién a la fecha de vencimiento del contrato (si
éste tiene un plazo pactado igual o superior a
cinco afios) o a la fecha en que se cumplan los
cinco afios de duracién del arrendamiento (si
el plazo pactado fue inferior a los cinco afios
o se pacté un plazo indeterminado o no se
pacté plazo).

Por ello, la prérroga trienal puede consi-
derarse un efecto natural del arrendamiento
de vivienda, ya que serd aplicable automdrica-
mente al llegar el vencimiento del contrato,
una vez transcurridos los cinco afios de dura-
cién del arrendamiento, salvo que sea exclui-
do por cualquiera de las partes si cumplen la
carga de notificar a
la otra, con la ante-
lacién debida su
voluntad de no
renovar o prorrogar
el contrato. De este
modo, el contratan-
te que no quiera
que entre en juego
la prérroga trienal
que la ley establece
en el art. 10 LAU debe adoptar una conduc-
ta obstativa (notificacién) dirigida a este fin
que viene predeterminada en la propia
norma. Si falta esta conducta la prérroga des-
plegars su eficacia. '

La prorroga
trienal puede
considerarse un
efecto natural
del
arrendamiento
de vivienda

Es en este punto, sin duda, donde mayo-
res criticas merece el sistema establecido por
el legislador. Configurada la prérroga legal
del art. 10 LAU como una prérroga volunta-
ria bilateral, ya que tanto el arrendador como
el arrendatario deben quererla en el sentido
de que cualquiera de ellos estd facultado para
excluirla, la antelacién, como minimo, de un
mes que el precepto establece para efectuar la



notificacién excluyente de la prérroga nos
parece un plazo excesivamente corto que
puede plantear problemas a ambos contratan-
tes. Asf, si el arrendatario confiaba en poder
continuar en la vivienda una vez llegado el
vencimiento del arrendamiento, puede
encontrarse con la sorpresa de que sélo un
mes antes de dicho vencimiento reciba la
notificacién del arrendador excluyendo la
prérroga, lo que le coloca en la dificil situa-
cién de tener que buscar otra vivienda en tan
corto plazo de tiempo. Lo mismo cabe decir
del arrendador que puede recibir la notifica-
cién del arrendarario excluyendo la prérroga
con tan escasa antelacién que no tenga mar-
gen de maniobra para poder alquilar la finca
a otro arrendatario tan pronto como el arren-
datario actual la deje vacante, perdiendo
diversos meses de renta que, de haber conoci-
do la voluntad del arrendatario de dar por
concluido el contrato con una antelacién
mayor no se producirfa. En este sentido, debe
recordarse que la ley italiana, en la que se ins-
pira el legislador espafiol, fija un plazo de
antelacién de seis meses, y los Proyectos de
1992 y de 1994 cifraban este plazo en cuatro
meses, lo cual resulta mds adecuado para
componer los intereses de las partes.

En todo caso, dados los términos en que
estd redactado el art. 10 LAU, la exclusién de
la prérroga trienal, que pueden realizar tanto
el arrendador como el arrendatario, exige que
el contratante interesado en excluir la prérro-
ga notifique al otro contratante, al menos,
con un mes antelacién a la fecha en que se
produce el vencimiento del contrato (si el
plazo pactado es igual o superior a cinco
afios) o a la fecha en que se cumplan los cinco
afios de duracién legal minima del arrenda-
miento (si el plazo pactado fue inferior a
cinco afios o se estipulé un plazo indetermi-
nado o no se pacté plazo), su voluntad de no
querer continuar el arrendamiento una vez
finalizado el arrendamiento.

Al tratarse de una declaracién de voluntad
recepticia, para que la exclusién de la prérro-
ga sea eficaz, la notificacién de la voluntad de
no prorrogar el contrato, o la «voluntad de no
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renovarlo» como impropiamente dice Ia
norma, debe llegar al conocimiento del otro
contratante con una antelacién, como mini-
mo, de un mes a la fecha de expiracién del
plazo contractual (si es igual o superior a
cinco afos), o a la fecha en que se cumplan
los cinco afios de duracién legal minima del
contrato (si el plazo pactado es inferior a
cinco afios o se aplica el plazo supletorio del
art. 9.2 LAU). Conforme al art. 5 del Cédigo
Civil que establece las reglas a seguir para el
cémputo de los plazos civiles, el mes debe
computarse de fecha a fecha, y cuando en el
mes del vencimiento no hubiera dfa equiva-
lente al inicial del cémputo, se entenderi que
el plazo expira el dltimo dia del mes.
Debiéndose computar los plazos por dias
naturales, por lo que no quedan excluidos los
dfas inhdbiles (domingos y festivos).

Aplicando estas reglas a la notificacién
excluyente de la prérroga trienal que regula el
art. 10 LAU, como la notificacién debe
hacerse con una antelacién minima de un
mes, debe tomarse como fecha de referencia
la fecha de vencimiento del contrato y asf, por
ejemplo, si esta fecha es el dia 27 de marzo,
como computado de fecha a fecha el mes de
antelacién se cumple el 27 de febrero, la noti-
ficacién debe llegar a conocimiento del otro
contratante lo mis tarde el dfa 26 de febrero.
Ahora imaginemos que la fecha de venci-
miento del contrato tiene lugar el dfa 31 de
marzo, como no es posible computar el mes
de fecha a fecha, ya que en el mes de febrero
no existe el dfa 31, el mes de antelacién, juri-
dicamente hablando, se cumple llegado el dia
28 de febrero (o el 29 si es afio bisiesto), por
lo que la notificacién, en este supuesto, debe-
rfa llegar a la otra parte lo mds tarde el dfa 27
de febrero (o el 28 si es afio bisiesto).

La ley no impone ninguna forma especial
para la notificacién, por lo que puede valer la
simple notificacién verbal. No obstante, para
evitar eventuales conflictos entre las partes
puede ser conveniente que el contratante
interesado en excluir la prérroga deje cons-
tancia escrita de la notificacién efectuada a
través de algin medio fehaciente. A estos
efectos, una férmula sencilla y barata podrfa
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consistir en que el contratante interesado
entregue a la otra parte una carta comunican-
dole su voluntad de no querer continuar el
arrendamiento acompafiada de una copia
para que la contraparte la devuelva firmada
con la expresién de la fecha de recepcién y el
correspondiente «enterado» o «recibidon.
Cuando falte la colaboracién de la contrapar-
te, lo mds aconsejable serd acudir al telegrama
o al burofax con aviso de recibo y certificacién
de texto, y en los casos mds conflictivos al acta
notarial.

Como por su cardcter de declaracién de
voluntad recepticia la notificacién comuni-

cando la voluntad excluyente de la prérroga .

exige para su eficacia que llegue a conoci-
miento de la contraparte y la exigencia a
ultranza de este conocimiento puede en algu-
nos casos conducir a situaciones injustas,
cuando la parte interesada en la exclusién de
la prérroga haya hecho todo lo que estaba en
su mano y cabfa exigirle, de acuerdo con un
criterio de diligencia normal o media, para
que la contraparte pudiera haber conocido la
notificacién comunicando su voluntad con-
traria a la continuacién del arrendamiento y
esto no ha ocurrido por un hecho que es
imputable a la contraparte, debe entenderse
cumplido el requisito cuando la notificacién
haya llegado al circulo o dmbito de intereses
de la contraparte (domicilio que consta en el
contrato o que el contratante sabe que es el de
la otra parte, su despacho profesional, etc.)
con la antelacién que exige la ley'2.

6

Efectos de la prérroga trienal

Cuando la prérroga del art. 10 LAU resul-
te aplicable por haber concurrido todos los
requisitos que hemos analizado en ¢l epfgrafe
anterior, los efectos que se desencadenan no
son los mismos para ambos contratantes, ya
que para el arrendador la prérroga produce
unos efectos que son distintos de los que se
originan para el arrendatario.

Para ¢l arrendador, la aplicacién de la pré-
rroga del art. 10 LAU produce el efecto de

obligarie a soportar la duracién del arrenda-

miento por tres afios mds. Esta duraci6n trie-
nal, sin embargo, no es una duracién definiti-
va sino una duracién mdxima o potencial
pues que ¢l arrendamiento se prorrogue efec-
tivamente por tres afios es algo que no depen-
de del arrendador sino del arrendatario.

Y ello, porque para el arrendatario la apli-
cacién de la prérroga del art. 10 LAU produ-
ce el efecto de atribuirle la facultad de prorro-
gar el contrato por anualidades o plazos anua-
les hasta un mdximo de tres afios. En la regu-
lacién del art. 10 LAU mientras que los tres
afios de la prérroga son obligatorios para el
arrendador, para el arrendatario estos tres afios
se descomponen en anualidades o plazos
anuales de los cuales sélo estd vinculado a Ia
primera anualidad, ya que la segunda y la ter-
cera sélo le vinculardn si no excluye su eficacia
manifestando al arrendador con un mes de
antelacién a la fecha de terminacién del pri-
mer plazo anual (para excluir la segunda anua-
lidad) o del segundo (para excluir la tercera
anualidad) su voluntad de no prorrogar ¢ con-
tinuar el arrendamiento (no renovar el contra-
to dice, impropiamente, la norma). Es decir,
que desde la perspectiva del arrendatario el
art. 10 LAU establece un sistema de prérrogas
anuales muy similar al que regula el art.
9.1.1.0 LAU, del que sélo se distingue en la
anecdética, pero importante diferencia pricti-
ca, de que mientras el art. 9.1.1.° LAU exige
para excluir la prérroga anual obligatoria para
el arrendador y potestativa para el arrendatario
que éste manifieste al arrendador su voluntad
contraria a la continuacién del arrendamiento
con una antelacién de treinta dfas, el art. 10
LAU cifra esa antelacién en un mes, de lo que
resulta la pintoresca situacién, incomprensible
para un profano del Derecho, de que un mes
no-es lo mismo que treinta dfas a la vista de lo

que dispone el art. 5 del Cédigo Civil.

-
El régimen aplicable al contrato
prorrogado. El problema de la
responsabilidad del fiador

El art. 10.2 LAU al disponer expresamen-
te que «al contrato prorrogado, le seguird



siendo de aplicacién el régimen legal y con-
vencional al que estuviera sometido», estable-
ce una norma que, en gran medida, puede
considerarse una norma inutil, pues afirmar
que el contrato prorrogado queda sujeto al
régimen legal que resulte aplicable es algo que
deriva per se de la propia eficacia de las nor-
mas legales, en concreto de la regulacién legal
prevista en el Titulo II de la LAU para los
arrendamientos de vivienda. Por ello, acaso la
tinica virtualidad del precepto sea corroborar
que la naturaleza del mecanismo previsto en
el art. 10 LAU es la propia de una prérroga
del contrato y no la de la renovacién contrac-
tual, lo que explica que al contrato prorroga-
do le sea aplicable el mismo régimen conven-
cional al que estuviera sometido el contrato,
pues; al ser la prérroga una continuacién del
mismo contrato y no un Nuevo CONtrato
(renovaci6n) es légico que el contrato prorro-
gado se someta a la misma reglamentacién
contractual pactada por las partes (lex priva-
ta) para el contrato.

En todo caso, de acuerdo con lo previsto
en el are. 10.2 LAU, estd claro que durante la
vigencia de la prérroga trienal el contrato
prorrogado se regird por los mismos pactos y
estipulaciones que se establecieron por las
partes para el contrato, lo que significars,
entre otros, que serdn aplicables las previsio-
nes pactadas en orden a notificaciones, obras,
mejoras, gastos de comunidad, tributos, ser-
vicios, etc. Todo ello, en la medida y con los
limites que el principio de autonomia privada
autoriza en el 4mbito de los arrendamientos
de vivienda. En este punto, al estar el contra-
to prorrogado, como el propio precepto
declara, sujeto al régimen legal al que estuvie-
ra sometido el contrato, régimen legal que no
puede ser otro que el previsto en la LAU para
los arrendamientos de vivienda, debe recor-
darse que la LAU ha establecido para el arren-
damiento de vivienda una regulacién legal en
la que deben distinguirse, los primeros cinco
afios de duracién del contrato, en el que el
legislador trata de proteger a ultranza al arren-
datario reconociéndole un conjunto de dere-
chos y beneficios que resulta inmune al prin-
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cipio de autonomia privada, y el régimen que
es aplicable pasados los cinco afios de dura-
cién legal minima del contrato, en el que ya
es posible que las previsiones y pactos de las
partes puedan tener mds virtualidad. Lo que
supone que durante la vigencia de la prérroga
trienal del art. 10 LAU algunas de las previ-
siones que integran el régimen convencional
serdn aplicables al contrato prorrogado inclu-
so en el caso de que no hubieran sido aplica-
bles durante el tiempo del contrato. Asf, por
ejemplo, si se pacté que la renta se revisarfa
anualmente en un tanto por ciento fijo, este
pacto durante los cinco primeros afios del
contrato no es eficaz ya que durante ese tiem-
po la actualizacién de rentas debe sujetarse
necesariamente a lo dispuesto en el art. 18.1
LAU, siendo aplicables las estipulaciones de
las partes sobre la materia a partir del sexto
afio (art. 18.2 LAU).

Con todo, el principal problema que
plantea la aplicacién del régimen convencio-
nal establecido para el contrato al contrato
prorrogado es el de la vigencia de las garanti-
as prestadas por un tercero, en concreto, si la
responsabilidad asumida por el fiador subsis-
te y es extensible al contrato prorrogado.

Para resolver esta cuestién debe atenderse
fundamentalmente al contenido y extensién
de la obligacién asumida por el fiador, por lo
que se trata de un problema de interpretacién
del contrato o pacto de fianza que deberd
resolverse a la luz de lo dispuesto en los arts.
1.826 y 1.827 del Cédigo Civil, en relacién
con lo que resulte de las reglas hermenéuticas
de los arts. 1.281 a 1.289 de dicho Cuerpo

legal. No obstante, con cardcter general

puede sostenerse que al ser la prérroga del art.
10 LAU una prérroga que nace por un con-
sentimiento o voluntad que, por definicién,
se presta en un momento posterior a la cele-
bracién del contrato, ya que surge por el
silencio o voluntad presunta de las partes al
omitir la notificacién que en dicho precepto
se regula, el fiador no debe quedar obligado a
responder de las obligaciones que se deriven
del contrato prorrogado ya que él no presté
su consentimiento a la prérroga trienal. Sélo
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si el fiador (en el propio pacto de fianza incor-
porado al contrato de arrendamiento o en el

contrato de fianza

El fiador no separado especifica-
debe quedar mente suscrito a
obligado a este fin) expresa-
responder de las

mente asumid ga-
obligaciones que

rantizar las respon-

sabilidades que pu-
se deriven del
contrato

dieran derivarse del
contrato prorroga-
prorrogado

do en el caso de que
el contrato se pro-
rrogase conforme a
Jo dispuesto en el art. 10 LAU es cuando
debers responder de las mismas!?.

En apoyo de esta solucién podrfa invocar-
se lo dispuesto en los arts. 1.827, 1.851 e,
incluso, el art. 1.567, aplicado por analogfa,
en el sentido de que concurre la misma ratio
que justifica la extincién de las garantias pres-
tadas por un tercero en el caso de la tdcita
reconduccién: la prérroga (el nuevo contrato
en el caso del art. 1.567) es el producto de un
nuevo consentimiento contractual en el que
no participa el fiador o tercero garante.

5

Pactos licitos sobre la prérroga del
art. 10 LAU

Para resolver esta cuestién debe tenerse en
cuenta la naturaleza de la prérroga prevista en
el art. 10 LAU y la funcién que cumple en el
sistema de la LAU.

En este sentido, Jo primero que destaca de
la prérroga que regula el art. 10 LAU es que
se trata de una prérroga voluntaria ya que la
ley no la impone de forma obligatoria o for-
zosa a ninguna de las partes que pueden
excluirla si cumplen la carga de notificar con
Ja antelacién debida su voluntad contrariaala
continuacién del arrendamiento. Ahora bien,
que el art. 10 LAU organice una prorroga
voluntaria no significa que el régimen legal
previsto en dicho precepto constituya una
norma de derecho dispositivo, cuya exclusion
o modificacién por los actos de autonomia

privada sélo esté sujeta al requisito de la cons-
tancia o referencia expresa que el art. 4.4
LAU exige para la validez de los actos de
exclusion de la aplicacién de los preceptos de
la LAU que no tengan cardcter imperativo.

Si se profundiza en el régimen legal del
art. 10 LAU pronto se constata que la finali-
dad perseguida por el legislador con esta
norma ha sido la de introducir un mecanis-
mo, que ¢l propio Predmbulo de la ley deno-
mina de «prérroga técita» (art. 2, 3.%), que
permita la continuacién del arrendamiento
una vez transcurrido el tiempo de duracién
legal minimo de cinco afos que se establece
claramente con el propésito de favorecer al
arrendatario. Asf lo pone de manifiesto el
hecho de que mientras para el arrendador el
tiempo de los tres afios de la prérroga es obli-
gatorio en su integridad, para el arrendatario
la misma prérroga sélo le vincula durante el
primer plazo anual de los tres en que s divi-
de, precisamente, para beneficiar al arrenda-
tario que puede excluir los plazos anuales
segundo y tercero si no resultan de su interés.
Esta finalidad protectora para el arrendatario
de la prérroga trienal sitiia el enjuiciamiento
de los actos o pactos que pretendan excluir o
modificar el régimen legal previsto en el art.
10 LAU en una zona muy cercana a la érbita

del art. 6 LAU.

Las anteriores consideraciones permiten
sostener, a nuestro juicio, que aunque el legis-
lador ha disefiado la prérroga del art. 10 LAU
como una prérroga voluntaria que, por con-
siguiente, no puede
imponerse contra la
voluntad de las pat-
tes, no admite que
la voluntad exclu-
yente de la prérroga
se formule al tiem-
po de la celebracién del contrato. No tanto
porque el pacto excluyente sea contrario a
una horma imperativa establecida en benefi-
cio del arrendatario (art. 6 LAU), lo que
impide las llamadas renuncias anticipadas o
previas, sino porque el mecanismo de conti-
nuacién del arrendamiento en que consiste la
prérroga trienal se construye en tofno a una

No cabe la
renuncia de la

prorroga del
art. 10 LAU



voluntad tdcita o presunta de las partes que
s6lo puede formarse tras haberse celebrado y
estar en ejecucién el contrato. De este modo,
puede afirmarse que la ley no impone la pré-
rroga a las partes, pero se trata de una prérro-
ga legal que impone imperativamente a los
contratantes, si quieren excluir el juego de la
prérroga, que cumplan la carga formal de

- notificar al otro contratante su voluntad
excluyente con la antelacidén debida en un
momento posterior a la celebracién del con-
trato.

Por las razones apuntadas, debe entender-
se nulo el pacto suscrito al tiempo de la cele-
bracién del contrato por el cual las partes
renuncien a la prérroga prevista en el art. 10
LAU, en la medida en que este pacto entrafia
un acto de exclusién de la aplicacién de una
norma imperativa que estd prohibido por el
ordenamiento (art. 6.2 y 3 del Cédigo Civil).
Ademis, en la medida en que dicho pacto
supone una estipulacién que modifica en per-
juicio del arrendatario el régimen legal del art.
10 LAU, su nulidad también viene determi-
nada por la aplicacién de lo dispuesto en el
art. 6 LAU.

Por el contrario, deben considerarse lici-
tos todos aquellos pactos que, sin excluir la
aplicacién del art. 10 LAU, configuren un
régimen convencional para la prérroga que
este precepto regula que resulte mds benefi-
cioso para el arrendatario que el que estable-
ce la ley (art. 6 LAU). Asi, a titulo de ejem-
plo, pueden considerarse vélidos los siguien-
tes paCtOS:

a) El pacto por el cual el arrendador
renuncia a excluir el juego o la eficacia de la
prorroga del art. 10 LAU ya que este pacto
beneficia al arrendatario.

b) El pacto por el cual se dispone que el
arrendador sélo podrd excluir la prérroga
del art. 10 LAU si notifica su voluntad con-
traria a la continuacién del arrendamiento
con una antelacién superior al mes prevista
en dicho precepto (por ejemplo, cuatro
meses, seis meses), en la medida en que este
pacto limita la facultad de exclusién de la
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prérroga que la ley reconoce al arrendador
lo cual, obviamente, beneficia al arrendata-
rio.

©) El pacto por el cual el arrendatario
podrd excluir la prérroga del art. 10 LAU
notificando su voluntad con una antelacién
inferior a la prevista legalmente (por ejemplo,
se pacta que el arrendatario podrd excluir la
prérroga notificdndolo al arrendador cinco
dias antes de la expiracién del contrato). Este
pacto debe considerarse licito ya que amplia
la facultad del arrendatario para excluir la
prétroga respecto del régimen legal.

d) El pacto por el cual el arrendatario
puede ampliar la duracién de la prérroga del
art. 10 LAU a un tiempo superior a los tres
afios que establece la norma, o puede dividir
el plazo trienal en plazos inferiores al afio (por
ejemplo, seis meses), ya que estos pactos
benefician la situacién del arrendatario res-
pecto de la que le reconoce la ley.

Finalmente, debemos sefialar que los pac-
tos por los cuales las partes pactan un sistema
de prérrogas convencionales sustitutivos de
la prérroga del art. 10 LAU deben conside-
rarse eficaces en cuanto amplfan la duracién
del arrendamiento mds all4 del tiempo de
duracién legal minima de los cinco afios,
pues, conforme al art. 9.1.1.°, inciso prime-
ro, LAU, la duracién del contrato se deja a la

libertad de las partes, y en esta libertad se

incluye no sélo la fijacién del plazo contrac-
tual propiamente dicho, sino también el sis-
tema de prérrogas convencionales que libre-
mente se establezca por las partes. Sin embar-
go, deben considerarse nulos en cuanto
excluyen la aplicabilidad del art. 10 LAU.
Como ya dijimos anteriormente, la prérroga
del art. 10 LAU es un mecanismo de prolon-
gacién del arrendamiento que la ley quiere
que entre en juego Unicamente cuando lle-
gue el vencimiento del contrato, es decir,
cuando se produzca la extincién de la dura-
cién pactada por las partes para el contrato,
una vez superado el tiempo de duracién legal
minimo de los cinco anos, lo que incluye el
plazo pactado y el tiempo previsto para las
prérrogas convencionales.

N
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La actualizacion de la fianza
El art. 36.1 LAU dispone que a la cele-

bracién del contrato serd obligatoria la exi-
gencia (por el arrendador) v la prestacién (por
el arrendatario) de lo que denomina una
«fanza en metdlicorl4, en cantidad equiva-
Jente a una mensualidad de renta en el arren-
damiento de vivienda y de dos mensualidades
en el caso del arrendamiento para uso distin-
o del de vivienda. Esta institucidn, que
habiendo desaparecido la finalidad por la cual
nacié en la legislacién arrendaticia urbana
(ser un limite a las cantidades que el arrenda-
dor podia exigir al arrendatario en garantfa
del contrato), sélo se justifica en la vigente
LAU por la funcién recaudatoria que cumple
en atencién a la obligatoriedad para el arren-
dador de «depositar» su importe a favor dela
correspondiente Comunidad Auténoma
(Disposicién Adicional 3.2 LAU), plantea
numerosos problemas que no pueden ser
estudiados en este momento.

Por ello, limitando nuestro andlisis al
arrendamiento de vivienda, tinico en el que es
aplicable la prérroga del art. 10 LAU, debe-
mos sefialar que el art. 36.2 LAU establece
que cada vez que el arrendamiento se prorro-
gue, el arrendador podrd exigir que el impor-
te de la fianza sea incrementada, o el arrenda-
tario que disminuya, segin proceda, hasta
hacerse igual a una mensualidad de la renta
vigente al tiempo de la prérroga.

Conforme a esta norma, cada vez que el
contrato entre en la prorroga del art. 10 LAU,
el arrendador (para incrementarla) o el arren-
datario (para disminuirla) estn facultados
para exigir que la cuantfa de la fianza presta-
da al tiempo de la celebracion del contrato se
adecué al importe de la renta vigente al tiem-
po de inicio de la prérroga. Esta facultad de
adecuacion de la fianza a la renta efectiva es
independiente de la misma facultad que com-
pete a las partes para igualar el importe de la
fianza al importe de la renta actualizada, pues,
una vez transcurridos los cinco primeros afios
del contrato, durante los cuales la ley no pet-

mite la modificacién de la fianza inicialmen-
te prestada, se autoriza a las partes para exigir
que el importe de la fianza se iguale al impor-
te que resulte de la variacion al alza o ala baja

‘que experimente la renta como consecuencia

del procedimiento de actualizacién o revision
de la renta que sea aplicable.

10

La continuacién del arrendamiento
una vez agotada la duracién trienal
de la prorroga del art. 10 LAU

Uno de los principales problemas que
plantea la interpretacion del art. 10 LAU, es
el de si la prérroga que regula sélo admite ser
aplicada una sola vez a cada contrato, de
forma que una vez transcurridos los tres afios
de la prérroga ticita ya no son posibles mds
prorrogas trienales técitas o si, por el contra-
rio, caben nuevas y sucesivas prorrogas trie-
nales.

Para un sector de la doctrina Ja prérroga
del art. 10 LAU sélo es aplicable una sola vez.
Este es el criterio que mantienen, entre otros,
ALBACAR LOPEZ!5, GUILARTE GUTIE-
RREZ16 y MARIN LOPEZY. En apoyo de
esta solucién se invocan argumentos funda-
dos basicamente en la interpretacién gramati-

cal de la ley.

Se alega, en primer término, que la frase
con la que se inicia la redaccién del art. 10
LAU: «si llegada la fecha de vencimiento del
contrato, una vez transcurridos como mini-
mo cinco afios de duracién de aquéb, pone
de manifiesto que la prérroga trienal técita
‘nicamente es aplicable tras la llegada de la
fecha en que se produce la finalizacién del
plazo pactado en el contrato (si éste fue igual
o superior a cinco afios), 0 en que se.cumplen
los cinco afios de la duracién legal minima
del mismo (si por haberse pactado un plazo
inferior a los cinco afios, no haberse estipula-
do plazo o haberse fijado uno indeterminado,
la relacién arrendaticia continu tras el venci-
miento del plazo contractual o del plazo
supletorio del afio del art. 9.2 LAU, en virtud
de las prérrogas del art. 9.1 LAU).



Se aduce también que las propias palabras
del art. 10 LAU no permiten otra interpreta-
cién ya que la norma expresamente establece
que cuando tenga aplicacién la prérroga téci-
ta, el contrato se prorrogard obligatoriamente
por plazos anuales «hasta un médximo de tres
afios més», con lo que claramente estd indi-
cando que el tiempo méximo que puede alar-
garse la duracién del contrato por esta via se
* agota una vez transcurridos los tres afios de la
primera y Gnica prérroga.

Los argumentos gramaticales que se dejan
expuestos, sin embargo, no resultan decisivos,
mdxime cuando el legislador no se ha caracte-
rizado precisamente por la propiedad y el
rigor de los conceptos juridicos que utiliza.
Asi, en primer lugar, cabe sostener que la frase
con la que comienza la redaccién del art. 10
LAU lo tnico que cabalmente expresa es que
para que pueda tener lugar la prérroga trienal
técita se exige que se produzca el «vencimien-
to del contrato, una vez transcurridos como
minimo cinco afios de duracién de aquél»», es
decir, que la duracién de la relacién arrenda-
ticia llegue a su fin, lo que sucede no sélo
cuando expira el plazo contractual propia-
mente dicho (si es igual o superior a los cinco
afios), o cuando se cumple el tiempo de dura-
cién legal minima de los cinco afios (si el
plazo pactado fue inferior a los cinco afios, no
se pacté plazo o se pactd uno indeterminado),
sino también cuando llegue el vencimiento
del tiempo de las prérrogas a las que pudiera
estar sujeto el contrato, ya sean las pactadas
por las partes (prérrogas convencionales) o
aquellas otras que la ley pudiera establecer
(por ejemplo, la prérroga trienal tdcita del art.
10 LAU).

A lo anterior debemos afadir que la
expresién «hasta un mdximo de tres afios
mds» que utiliza el art. 10 LAU, lo dnico que
sefiala es que la prérroga técita produce el
efecto de ampliar (prorrogar) la duracién del
arrendamiento por tres afios mds, fijando el
Ifmite, el tope o el «mdximo» de las prérrogas
anuales que el arrendatario puede ejercitar si
entra en juego la prérroga técita del contrato,
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sin prejuzgar en modo alguno la duracién que
el contrato podr4 tener con posterioridad a la
vigencia de la prérroga trienal tdcita (por
ejemplo, por la aplicacién de otra nueva pré-
rroga del art. 10 LAU).

Ademis, la propia literalidad de la ley
ofrece argumentos gramaticales que dan pie
para concluir que la prérroga del art. 10 LAU
puede tener aplicacién mds de una vez en el

mismo contrato. En este sentido, se citan el
art. 10.2 LAU y el art. 36.2 LAU.

Asi, por lo que se refiere al art. 10.2°
LAU, el mandato segin el cual «al contrato
prorrogado, le seguir4 siendo aplicable el régi-
men legal [...] al que estuviera sometido»,
determina que el contrato prorrogado confor-
me al art. 10 LAU queda sujeto a lo previsto
en el Titulo II de la LAU y, por tanto, al
mecanismo que el propio art. 10 LAU esta-
blece para la continuacién del contrato una
vez agotado el plazo de los tres afios de la pro-
rroga ticitals.

Por su parte, el tenor literal del art. 36.2
LAU que faculta a las partes para actualizar la
fianza «cada vez que el arrendamiento se pro-
rroguen, revela que son posibles sucesivas pré-
rrogas trienales, ya que la prérroga que este
articulo contempla es la prorroga del art. 10
LAU. Asi lo corroborarfa el hecho de que el
antecedente inmediato del art. 36.2 LAU,
representado por el art. 18.2 del PLAU 1994,
permitfa la misma actualizacién de la fianza
«cada vez que el arrendamiento se renueve
por técita reconducciény, al ser entonces la
técita reconduccién (art. 8) el mecanismo ele-
gido para la continuaci6én del arrendamiento
una vez transcurridos los cuatro afios del
plazo minimo (art. 7). Por consiguiente, si el
legislador pese a ser consciente de que el
mecanismo de continuacién del arrenda-
miento de vivienda ya no es la ticita recon-
duccién sino el de la prérroga del art. 10
LAU mantiene la redaccién del art. 36.2
LAU en unos términos semejantes a los que
empleaba el art. 18.2 PLAU 1994, es porque
no considera que la prérroga del art. 10 LAU
deba tener una tnica aplicacién.
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La insuficiencia de los argumentos grama-
ticales exige buscar la solucién del problema
que nos ocupa en los principios que informan
el sistema de la LAU. En este sentido, resulta
conveniente recordar que la regulacién del
arrendamiento de vivienda que se contiene en
el Titulo IT de la LAU tiene una claro cardc-
ter tuitivo o protector del arrendatario. La
finalidad protectora del arrendatario, al que
se considera el contratante mds débil de la
relacién (art. 6 LAU), la satisface el legislador
en materia de duracién del contrato median-
te la articulacién de un sistema que pretende
proporcionar al arrendatario una determina-
da estabilidad en el arrendamiento. Para ello,
la LAU establece, en primer lugar, una dura-
cién legal minima de cinco afios que se garan-
tiza al arrendatario incluso en contra de la
voluntad del arrendador (art. 9 LAU). Pero,
ademds, con el mismo propésito de dar esta-
bilidad al arrendatario, la ley introduce un
mecanismo de prérroga tdcita, que sélo
puede operar una vez transcurridos los cinco
afios de duracién legal minima, que igual-
mente asegura al arrendatario la permanencia
en la vivienda arrendada por otros tres afos
mds (art. 10 LAU)!?, Este nuevo plazo de tres
afios, sin embargo, ya no es obligatorio para
el arrendador (ni para el arrendatario) puesto
que cualquiera de las partes pueden excluirlo
si manifiestan a la otra su voluntad de no que-
rer continuar con el arrendamiento con un
mes de antelacién al vencimiento del contra-
to.

De este modo, como apunt6 certeramen-
te ROJO AJURIAZ, en el sistema que ins-
taura la LAU la regla del Cédigo Civil de que
el arrendamiento se extingue, sin necesidad
de requerimiento especial, cumplido el térmi-
no (arts. 1.565 y 1.581.2.9), es sustituida en
el 4mbito de los arrendamientos de vivienda,
por otra segiin Ja cual el contrato sélo se
extingue llegada la fecha de la expiracién de
su tiempo de duracién, si alguna de las partes
ha notificado a la otra, con un mes de antela-
cién a dicha fecha, su voluntad de no conti~~
nuar la relacién arrendaticia. En consecuen-
cia, mientras ninguna de las partes cumpla la
carga de notificar a la otra su voluntad de no

continuar la relacién contractual, llegado el
vencimiento del contrato el arrendamiento se
prorrogari en los términos que se establecen
en el art. 10 LAU. De ello se sigue que con-
cluidos los tres afios
de la prérroga trienal

tdcita, son posibles Son posibles

nuevas y sucesivas NUEvVas'y
prérrogas ticitas sin  sucesivas
limitacién alguna. prérrogas
En apoyo de esta tacitas sin
interpretacién del art.  |jmitacion
10 LAU puefien-sena- alguna
larse los siguientes
argumentos:

A) La propia literalidad de los arts. 10.2 y
36.2 LAU que ya hemos comentado.

B) La finalidad perseguida por el legislador
de dar estabilidad al arrendatario con el obje-
to de convertir el arrendamiento de viviendas
en una opcién vilida a la propiedad, y favore-
cer asi el desarrollo del derecho constitucional
a una vivienda digna y adecuada (art. 47 CE),
que, con arreglo al art. 53.3 CE, en cuanto
principio rector de la politica social y econd-
mica debe informar la legislacién positiva y la
prictica judicial (éase, interpretacién del art.
10 LAU en el sentido que propugnamos). Y es
que si el legislador ha querido proteger al
arrendatario al tiempo de la celebracién del
contrato atendiendo a su necesidad de vivien-
da garantizdndole la duracién legal minima de
los cinco afios, la misma necesidad de vivien-
da se manifiesta al tiempo de conclusién del
contrato, y, precisamente, para satisfacer esa
necesidad el legislador introduce el mecanis-
mo de la prérroga ticita del art. 10 LAU con-
la finalidad de asegurar al inquilino otros tres
afios méds en la vivienda, sin que esta finalidad
protectora del arrendatario suponga una ver-
dadera merma de los derechos del arrendador
que siempre puede excluir la prérroga cum-
pliendo la carga de notificar su voluntad con-
traria a la continuacién de la relacién arrenda-
ticia, ya que no debe nunca olvidarse que la
prérroga que establece el art. 10 LAU es siem-
pre voluntaria, en el sentido de que no se
impone a las partes.



C) El derecho comparado, ya que la
interpretacién del art. 10 LAU que defen-
demos aproximarifa la solucién dispensada
por nuestra legislacién arrendaticia a la
solucién que siguen otros ordenamientos
juridicos de nuestro entorno socio-cultural.
En este sentido, debe recordarse que tanto
el Derecho italiano como el Derecho fran-
cés tras establecer una duracién legal mini-
ma al arrendamiento de vivienda (cuatro
afios en Italia y tres o seis afios en Francia),
disponen un sistema por el cual si ninguna
de las partes notifica a la otra su voluntad de
dar por extinguido el arrendamiento con
una antelacién determinada a la fecha de
conclusién del contrato (seis meses en
Italia, y tres meses, reducible en ciertos ca-
sos a un mes, para el arrendatario o seis me-
ses para el arrendador en Francia), el con-
trato se renueva por el mismo plazo de
duracién inicial, y as{ sucesivamente.

Los Tribunales, por obvias razones de cro-
nologfa?!, todavia no se han pronunciado
sobre el problema de si una vez transcurridos
los tres afios de la prérroga tdcita del art. 10
LAU son posibles nuevas y sucesivas prorro-
gas tdcitas. Sin embargo, al resolver la situa-
cién creada por los arrendamientos de vivien-
da celebrados con anterioridad al 1 de enero
de 1995 pero posteriores al 9 de mayo de
1985 no sujetos a prorroga forzosa, una vez
transcurridos los tres afios de la técita recon-
duccién prevista en la DT1.2 1.3.° LAU, las
Audiencias Provinciales han elaborado una
doctrina jurisprudencial que partiendo de la
premisa segtin la cual los tres afios de la cita-
da tdcita reconduccién equivalen a los tres
afios de la prérroga tdcita del art. 10 LAU,
niega que tras la finalizacién de los tres afios
de la técita reconduccién pueda tener aplica-
cién la prérroga del art. 10 LAU. Con este
planteamiento parece que el sector de la juris-
prudencia que comentamos se inclinarfa por
la tesis interpretativa segtin la cual la prérroga
técita del art. 10 LAU sélo puede ser utiliza-
da una sola vez por lo que no son posibles
nuevas y sucesivas prorrogas trienales tci-
tas??.
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La relacién entre la prorroga tacita
del art. 10 LAU y la tacita
reconduccién del Codigo Civil. La
prorroga convencional pactada por
las partes tras la exclusion de la
prorroga legal tacita

Para resolver esta cuestién debe partirse
del mandato establecido en el art. 4.2.1 LAU.
Conforme a dicho precepto, los arrendamien-
tos de vivienda no suntuaria se rigen, en pri-
mer lugar, por lo que dispongan imperativa-
mente las normas establecidas en el Titulo II
de la LAU, en defecto de regulacién en dicho
Titulo II (o cuando las normas de dicho
Titulo tengan caricter dispositivo), por lo
que la voluntad de las partes convenga
supletoriamente, por las normas generales del
contrato de arrendamiento previstas en el
Cédigo Civil23. Con arreglo a dicha jerarquia
de fuentes las normas del Titulo II de la LAU
tienen aplicacién preferente a las normas del
Cédigo Civil, de modo que las reglas del
Cédigo Civil, en su calidad de Derecho
‘comun, s6lo podrdn tener aplicacién en lo no
previsto en la LAU, en su condicién de
Derecho especial (art. 4.3 Cédigo Civil).

Lo expuesto determina que las normas del
Cédigo Civil (la ticita reconduccién prevista
en el art. 1.566) sélo podrin tener aplicacién
cuando no exista una norma especial en la
LAU que regule la situacién que se produce
cuando llega la terminacién del tiempo de
duracién del arrendamiento de vivienda. En
este sentido, si se analizan las normas del
Tirulo II de la LAU, fécilmente se comprue-
ba que el art. 10 LAU regula un mecanismo
especifico de continuacién del arrendamiento
de vivienda tras la finalizacién de su tiempo
de duracién: la prérroga trienal tdcita. Por
consiguiente, s6lo cuando no resulte aplicable
la prorroga tdcita del art.- 10 LAU (norma
especial y preferente) serd posible acudir a la
técita reconduccién del art. 1.566 del Cédigo
Civil (norma supletoria).

Pero es que, ademds, la propia forma en
que el legislador ha configurado el mecanis-
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mo de la prérroga tdcita hace incompatible la
prérroga legal del art. 10 LAU con la técita
reconduccién prevista en el art. 1.566. La
razén es sencilla, si para que pueda excluirse
la eficacia de la prérroga legal ticita es nece-
sario que, al menos, con una antelacién de un
mes a la fecha de vencimiento del contrato,
alguna de las partes cumpla con la carga de
notificar a la otra su voluntad de no renovar
(prorrogar) el contrato, es claro que si llegado
el vencimiento del contrato existe esa falta de
notificacién de la voluntad contraria a la pré-
rroga, el arrendamiento automdticamente
habr4 entrado en el periodo de prérroga trie-
nal y no se producir4 su extincién por lo que
no concurrird el presupuesto de hecho nece-
sario para que pueda operar la técita recon-
duccién, esto es, que el arrendamiento termi-
ne o se extinga por la expiracién de su tiem-
po de duracién, dando asf lugar al nuevo con-
trato que nace por el consentimiento o volun-
tad tdcita o presunta de las partes.

Lo dicho no significa que la técita recon-
duccién no pueda actuar en el dmbito de los
arrendamientos de vivienda sino, simplemen-
te, que mientras resulte de aplicacién la pro-
rroga técita del art. 10 LAU serd inviable la
renovacién del contrato por técita reconduc-
cién. Sélo cuando las partes excluyan la efica-
cia de la prérroga ticita del arrendamiento
(art. 10 LAU) ser4 posible que la técita recon-
duccién (art. 1:566) pueda desplegar sus efec-
tos. Por esta razén, cuando las partes no quie-
ran que el contrato entre en la prérroga trie-
nal (con el efecto de vincular al arrendador
por tres afios, y al arrendatario s6lo inicial-
mente por un afio), lo que deben hacer es
cumplir la carga de notificar su voluntad de
no renovar (prorrogar) el contrato. Cumplida
esta carga el contrato se extinguird al llegar la
fecha de su vencimiento sin mds requisitos.
Es en este momento, cuando, si concurren los
demds requisitos del art. 1.566 del Cédigo
Civil, podrd entrar en juego la técita recon-
duccién.

Asi planteada la situacién, el problema se
centra en valorar el exacto alcance de lo que-
rido por las partes cuando notificaron a la
otra parte su voluntad excluyente de la prd-

rroga trienal. En este punto, podrfamos dis-
tinguir varias hipétesis.

En primer lugar, se encontraria el supues-
to en el que lo querido por el contratante, sea
&ste el arrendador o el arrendatario, que noti-
ficé a la otra parte su voluntad contraria a la
continuacién del arrendamiento fue su pro-
pésito de poner fin, de modo definitivo, a la
relacién arrendaticia existente entre las partes.
En este supuesto, es evidente que nunca
podria tener lugar la ticita reconduccién ya
que habiéndose manifestado la voluntad con-
traria a la permanencia del arrendamiento no
es posible que pueda inferirse la voluntad
técita o presunta que exige el art. 1.566. Setfa
un supuesto en el que por haber precedido el
«requerimiento» del que habla el art. 1.566
no podria entrar en juego nunca la técita
reconduccién.

Pero junto al anterior supuesto, cabrfa
sefialar aquel otro en el que la finalidad per-
seguida por el contratante que notifica su
voluntad contraria a la continuacién del
arrendamiento es, simplemente, la de excluir
el juego de la prérroga trienal pero aceptando
que la relacién arrendaticia pueda continuar
entre las partes con una duracién distinta
(normalmente inferior) a los tres afios. En
esta hipétesis, llegada la fecha de expiracion
del contrato podria producirse una renova-
ci6n ticita del arrendamiento cuando concu-
rrieran los requisitos que el art. 1.566 exige
para que pueda operar la ticita reconduccién
(permanencia del arrendatario en el goce de la
vivienda arrendada con la aquiescencia del
arrendador). '

El supuesto, creemos que estd llamado a
ser muy frecuente en la préctica de los con-
tratos de arrendamiento de vivienda pues
mediante él, el contratante que no quiere que
entre en juego la prérroga ticita se libera dela
obligacién de quedar vinculado por el mismo
contrato por el plazo de otros tres afios mis,
pudiendo mediante la tdcita reconduccién
prolongar la vigencia del arrendamiento por
plazos anuales o periodos de tiempo mds cor-
tos, o, incluso, propiciando que las partes
entren en una negociacién mediante la cual



acuerden una modificacién de las condicio-
nes del primitivo contrato (novacién objeti-
va) para adaptarlas a las nuevas circunstancias
del caso (incremento o reduccién de la renta,
pactos sobre mejoras y obras de reparacién,
etc.). Por ejemplo, las partes una vez excluida
la aplicabilidad de la prérroga trienal del art.
10 LAU mediante la tempestiva notificacién
de 1a voluntad contraria a la eficacia de esta
prérroga legal, pueden convenir que el con-
trato se prorrogard (prérroga convencional),
por plazos de seis meses, 0 de un afio, etc.,
acomodando la duracién del arrendamiento a
lo que mejor se adapte a sus intereses.

El mé4s interesado en la situacién que ana-
lizamos serd, normalmente, el arrendador que
estando contento con su arrendatario podrd
continuar con el arrendamiento pero sin estar
sujeto forzosamente al plazo trienal. Ademds,
mediante esta férmula podrd seguir mante-
niendo la vivienda arrendada por un periodo
de tiempo mds o menos largo, sin necesidad
de suscribir otro nuevo contrato de arrenda-
miento que le vincularfa forzosamente por el
tiempo de duracién minima de los cinco
afios. Pero el procedimiento puede ser tam-
bién de utilidad para el arrendatario que
mediante ¢l puede propiciar una «renegocia-
cién» del primitivo contrato obteniendo unas
condiciones contractuales mds beneficiosas o
ventajosas para sus intereses.

Fn todo caso, cuando por no entrar en
juego la prérroga trienal técita del art. 10 LAU
tenga aplicacién la tdcita reconduccidn, ésta
queda sometida en todos sus efectos a lo dis-
puesto en el Cédigo Civil. Por consiguiente,
para que pueda producirse la técita reconduc-
cién deberdn concurrir los requisitos que exige
el art. 1.566, y cesardn las garantfas prestadas
por terceros en los términos del art. 1.567.
Asimismo, el plazo del contrato renovado serd
el previsto en el art. 1.581. Ello es asi, porque,
a nuestro juicio, el plazo supletorio que se
establece en el art. 9.2 LAU solo es de aplica-
cién a los contratos de arrendamiento en Jos
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que el consentimiento contractual se mani-
fiesta de forma expresa (sea escrita o verbal) y
no a los arrendamientos celebrados por
voluntad tdcita (tdcita reconduccidén).
Fundamos esta solucién en lo dispuesto en el
art. 4.2.1.2 LAU, va que excluida la aplica-
cién de las normas previstas en el Titulo IT de
la LAU (arts. 9.2 y 10 LAU), debe acudirse a
la aplicacién supletoria de las normas del
Cédigo Civil y; por consiguiente, a lo que dis-
pone el art. 1.566
que expresamente
se remite al art
1.581 para fijar el

Para que pueda
producirse la

plazo de duracién tacita
del contrato nacido reconduccion
por ticita recon- deberan

duccién. Lo contra-
rio nos llevarfa a
sostener que el con-
trato de arrenda- exige el art.
miento de vivienda 1,566

surgido por ticita

reconduccién, al ser un nuevo contrato de
arrendamiento que estarfa sometido a las nor-
mas del Titulo IT de la LAU, tendrfa como
plazo inicial de duracién el supletorio de un
afio previsto para los contratos para los que
las partes no estipularon plazo de duracién
(art. 9.2 LAU), por lo que al ser este plazo
inferior a los cinco afios, llegado su venci-
miento el arrendatario estarfa facultado para
prorrogar el arrendamiento por plazos anua-
les hasta alcanzar dicha duracién legal mini-
ma (art. 9.1 LAU). Esta solucién, a nuestro
juicio, no es la querida por el legislador que,
como hemos dicho reiteradamente en estas
reflexiones, ha contemplado como dnico
mecanismo de prolongacién del contrato la
prérroga trienal técita del art. 10 LAU, por lo
que una vez excluida su aplicacién por la
voluntad de las partes mediante la correspon-
diente notificacién de su voluntad contraria a
la prérroga legal, el contrato se regird por las
normas supletorias del Cédigo Civil, lo que
obliga a estar al art. 1.566 que remite expre-
samente al art. 1.581.

concurrir los
requisitos que
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Resumen

Nos hallamos ante un supuesto de prérroga y no de renovacién lo que se colige de
que la ticita reconduccién presupone la extincién del arrendamiento anterior del que
trae causa y el nacimiento de un nuevo contrato (renovacién contractual), el arrenda-
miento no llega a extinguirse, porque el silencio de las partes al no haber manifestado
su voluntad contraria a la extincién del contrato con un mes de antelacién a la fecha de-
vencimiento del plazo, determina la continuacién del mismo contrato (prérroga) por
tres afios mds. Conforme al art. 5 del Cédigo Civil el citado mes debe computarse de
fecha a fecha. La ley no-impone ninguna forma especial para la notificacién, por lo que
puede valer la simple notificacién verbal, no obstante, puede ser conveniente que el
contratante interesado en excluir la prérroga deje constancia escrita de la notificacién
efectuada a través de algdn medio fehaciente.

El precepto tnicamente es aplicable a los arrendamientos de vivienda, cualquiera
que sea el plazo de duracién pactado, lo relevante es que el contrato haya durado, al
menos cinco afios, y que transcurrido este tiempo se produzca el vencimiento del con-
trato. '

~ Sibien el tercero no estd vinculado por la prérroga trienal que nacié por el silencio
o la voluntad técita del arrendador, en los términos que resulten de lo dispuesto en los
arts. 13 y 14 LAU, a obligatoriedad de esta prérroga para el arrendador le sujeta a la
responsabilidad que se derive del incumplimiento del contrato por el tiempo de la pré-
rroga trienal, cuando la causa determinante de la aplicacién de los arts. 13 y 14 LAU

sea imputable directamente a un acto o negocio voluntariamente realizado por el arren-

dador.

El contrato prorrogado se regird por los mismos pactos y estipulaciones que se esta-
blecieron por las partes para el contrato, lo que supone algunas de las previsiones que
integran el régimen convencional serén aplicables incluso en el caso de que no lo hubie-
ran sido durante el tiempo del contrato. '

Con cardcter general el fiador no debe quedar obligado a responder de las obliga-
ciones que se deriven del contrato prorrogado ya que él no presté su consentimiento a
la prérroga trienal, solo responderd si expresamente asumi6 garantizar las responsabili-
dades que pudieran derivarse del contrato prorrogado. '

Debe entenderse nulo el pacto suscrito al tiempo de la celebracién del contrato por
el cual las partes renuncien a la prérroga prevista en el art. 10 LAU.

Por el contrario, deben considerarse licitos todos aquellos pactos que, sin excluir la
aplicacién del art. 10 LAU, configuren un régimen convencional para la prérroga que
este precepto regula que resulte més beneficioso para el arrendatario.

~ Cada vez que el contrato entre en la prérroga del art. 10 LAU, el arrendador (para
incrementarla) o el arrendatario (para disminuirla) estdn facultados para exigir que la
cuantfa de la fianza prestada al tiempo de la celebracién del contrato se adecué al
importe de la renta vigente al tiempo de inicio de la prérroga.

Concluidos los tres afios de la prérroga trienal técita, son posibles nuevas y sucesi-

-vas prérrogas técitas sin limitacién alguna.

Sélo cuando las partes excluyan la eficacia de la prérroga ticita del arrendamiento
(art. 10 LAU) serd posible que la tdcita reconduccién (art. 1.566) pueda desplegar sus
efectos.
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1.

Notas

El art. 3 de la Ley italiana de 27 de julio de 1978,
nim. 392, sobre Disciplina de los arrendamientos
de inmuebles urbanos dispone lo siguiente:
«Rinnovazione tacita.- I contratto si rinnova per
un periodo di quattro anni se nessuna delle parti
comunica all’alira, almeno se mesi prima della
scadenza, con lettera raccomandata, che non
intende rinnovarlo.

La stessa disciplina si applica ad ogni altra sucesi-
va scadenzar.

La traduccién de este articulo al castellano serfa la
siguiente:

«Renovacién ticita.- El contrato se renueva por
un periodo de cuatro afios si ninguna de las par-
tes comunica a la otra, al menos seis meses antes
del vencimiento, por carta certificada, que no
desea renovarlo.

La misma regla se aplica a todo otro sucesivo ven-
cimiento».

En la doctrina, mientras SERRANO ALONSO,
Eduardo, «Comentatios a la Ley de Arren-
damientos Urbanos», dirigidos por Xavier
O’Callaghan, EDERSA, Madrid, 1995, p. 121,
entiende que el art. 10 LAU regula un supuesto
de ticita reconduccién, la mayorfa de los autores
se inclinan por considerar que el mecanismo pre-
visto en dicho articulo es el propio de la prérroga
del contrato. En esta linea se pronuncian, PRATS
ALBENTOSA, Lorenzo, «Comentarios a la
nueva Ley de Arrendamientos Urbanos»,
V.V.ALA., Tirant lo Blanch, Valencia, 1994, p.
109; ROJO AJURIA, Luis, «Comentario a la Ley
de Arrendamientos Urbanos», dirigidos por
Fernando PANTALEON, Civitas, Madrid, 1995,
p- 154 y ss.; GUILARTE GUTIERREZ, Vicente,
«La nueva Ley de Arrendamientos Urbanos», Lex
Nova, Valladolid, 1994, p. 106 y ss.; MARIN
LOPEZ, Juan-José, «Comentarios a la Ley de
Arrendamientos Urbanos», coordinados por
Rodrigo BERCOVITZ RODRIGUEZ-CANO,
Aranzadi, 2.2 edicién, Pamplona, 1997, p. 223.
ROJO AJURIA, Luis, «Comentario» cit., p. 151.
ALBACAR LOPEZ, José-Luis, «Legislacién de
Arrendamientos Urbanos», Doctrina y Jurispru-
dencia, Trivium, Tomo I, Madrid, 1996, p. 261.
GUILARTE GUTIERREZ, Vicente, «La nueva
Ley» cit., p. 111.

PRATS ALBENTOSA, Lorenzo, «<Comentarios»
cit., 108.

HERNANDEZ ARRANZ, Mariano-Carlos, e
INIESTA DELGADOQ, Juan-José, «Algunos
aspectos acetca de la duracién de los contratos en
la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos», La
Ley, 1995, 2, p. 969.

MARIN LOPEZ, Juan-José, «Comentarios» cit.,
p- 225.

9.
10.

n.
12.

1.

14,

19.

ROJO AJURIA, Luis, «Comentarion» cit., p. 157.
SERRANO ALONSO, Eduardo, «Comentarios»
cit., p. 122.

SEPIN, AU, Ndm. 223, Marzo 2002, p. 18.
DIEZ-PICAZO, Luis, «Fundamentos del
Derecho Civil Patrimonial», Vol. 1°, 42 edicién,
Civitas, Madrid, 1993, p. 296.

En igual sentido, MARIN LOPEZ, ]uan—]ose,
«Comentario» cit., p. 232, entiende que «si el
contrato entra en la fase de prérroga del articulo
10 LAU, se extinguen en principio todas las
garantfas otorgadas por terceros (arg. Ex arts.
1.567 y 1.851 Cédigo Civil), salvo acuerdo entre
el garante y el arrendador garantizado.»

Pese a la denominacién legal de «fianza», la ver-
dadera naturaleza juridica de esta figura no es fa
propia de la fianza sino la de una prenda irregular
pecuniaria, pues quien debe prestarla no es un
tercero sino una de las partes del contrato (el

arrendarario) para garantizar obligaciones o res- -

ponsabilidades propias. Para un estudio mds deta-
llado de la fianza en el 4mbito de los arrenda-
mientos urbanos, puede consultarse mi libro:
«Las fianzas arrendaticias y su depésito obligato-
rio en las Comunidades Auténomas. Estudio del
art. 36 y D. A. 3.2 de la LAU 29/1994», SEPIN,
Madrid, 1998.
ALBACAR LOPEZ, José-Luis, «Legislacién» cit.,
p. 266.
GUILARTE GUTIERREZ, Vicente, «La nueva
Ley» cit., pp. 117-119.
MARIN LOPEZ, Juan-José, «Comentarios» cit.,
p- 230.
El criterio interpretative que se deja expuesto en
el texto es seguido por LOSCERTALES FUER-
TES, Daniel, para sostener la posibilidad de suce-
sivas prérrogas tdcitas del art. 10 LAU, en su
libro, «Los Arrendamientos Urbanos», 3.2 edi-
cién, SEPIN, Octubre de 2000, p. 178.
Asimismo, fue el criterio inicialménte mantenido
por la Revista SEPIN que, sin embargo, con pos-
tetioridad ha cambiado de opinién sosteniendo
ahora que una vez finalizados los tres afios de la
prérroga del art. 10 LAU, el arrendamiento sélo
podrd continuar si se dan los presupuestos de la
técita reconduccién del art. 1.566 del Cddigo
Civil por el tiempo de duracién que fija el art.
1.581 del referido Cuerpo legal: SEPIN, AU,
Nuam. 223, Marzo 2002, p. 18.
El propésito del legislador de garantizar una cier-
ta estabilidad al arrendatario en [a vivienda arren-
dada se pone de manifiesto en el Predmbulo de la
Ley con estas elocuentes palabras:
«La regulacién de los arrendamientos de vivienda
presenta novedades significativas, fundamental-
mente en relacién con su duracién, En este senti-
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20.
21

do, se ha optado por establecer un plazo minimo
de duracién del contrato de cinco afios, por
entender que un plazo de estas caracterfsticas per-
mite una cierta estabilidad para las unidades
familiares que les posibilita contemplar el arren-
damiento como alternativa vdlida a la propiedad.
Al mismo tiempo, no es un plazo excesivo que
pudiera constituir un freno para que tanto los
propietarios privados como los promotores
empresariales sitGien viviendas en este mercado.
Este plazo minimo de duracién se articula a par-
tir de libre pacto entre las partes sobre Ia duracién
inicial del contrato mds un sistema de prérrogas
anuales obligatorias hasta alcanzar el minimo de
cinco afios de duracién, si el pacto inicial hubje-
ra sido por un plazo inferior.

Se introduce también en la ley mecanismo de
prérroga ticita, transcurrido como minimo el
plazo de garantia de cinco afios, que da lugara un
o plazo articulado, asimismo, sobre periodos
anuales, de tres afios». ’

ROJO AJURIA, Luis, «Comentarios cit., p. 151.
Piénsese que, en el supuesto mds temprano de un
contrato celebrado el 1 de enero de 1995, la cues-
ti6n relativa a si tras la finalizacién de los tres afios
de la prérroga del art. 10 LAU cabe otra prérro-
ga trienal técita sélo sc planteard a partir del 1 de
enero de 2003, es decir, cuando hayan transcurri-

22,

23,

do los cinco afios de la duracién legal minima y
los tres de la prérroga ticita, razénpor la cual al
escribir estas reflexiones o todavia no se ha susci-
tado el problema ante los Tribunales o de haberse
suscitado desconocemos la decisién que haya
podido adoptarse por los 6rganos judiciales.
Sobre esta jurisprudencia y las sentencias de las
Audiencias Provinciales que la recogen puede
verse mi articulo: «La duracién de los arrenda-
mientos de vivienda tras la finalizacién de la t4ci-
ta reconduccién prevista en la Disposicién
Transitoria Primera LAU (Segunda Parte), SEPIN
(AU), Noviembre 2003, nim. 241, pp. 17-32.
En el caso de los denominados por la doctrina
arrendamientos de viviendas suntuarias, es decis,
aquellos que tienen por objeto una vivienda cuya
superficie es superior a los 300 metros cuadrados
o en los que la renta.anual pactada al tiempo de
la celebracién del contrato exceda de 5,5 veces el
salario mfnimo interprofesional en cémputo
anual, conforme al art. 4.2.2.° LAU, el contrato
de arrendamiento se regird, en primer lugar, por
lo que las partes libremente convengan, en defec-
to de pacto de las partes, por las normas del
Tirulo II LAU que, en consecuencia, tienen
siempre naturaleza de Derecho dispositivo y,

supletoriamente, por las disposiciones del Cé-
digo Civil.





